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“Por la cual se determinan las zonas compatibles con las explotaciones mineras 
en la Sabana de Bogotá, y se adoptan otras determinaciones” 

 
 
 

EL MINISTRO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE  
 
 
 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, y en especial las conferidas 

en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993 y, 
 
 
 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O 
 
 
 
Antecedentes normativos del artículo 61 de la ley 99 de 1993. 
 
 
Que el artículo 61 de la Ley 99 de 1993, declaró la Sabana de Bogotá, sus páramos, 
aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés 
ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal. 
 
Que el mencionado artículo  señaló que el hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible debe determinar las zonas de la Sabana de Bogotá en las cuales exista 
compatibilidad con las explotaciones mineras. 
 
Que así mismo, el artículo 61 de la Ley 99 señaló que con base en la determinación de 
las zonas compatibles con las explotaciones mineras, las autoridades ambientales 
competentes en la Sabana de Bogotá,  otorgarán o negarán las correspondientes 
licencias ambientales para tales actividades. 
 
Que así mismo indicó, que los municipios y el Distrito Capital, expedirán la 
reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que trata 
este artículo y las que a nivel nacional expida el mencionado ministerio. 
 
Que en cumplimiento del anterior mandato este Ministerio expidió la Resolución 222 del 
3 de agosto de 1994 por medio de la cual se determinaron las zonas compatibles para 
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las explotaciones mineras de materiales de construcción en la Sabana de Bogotá, en 
cuyos considerandos señaló que “…la actividad minera de materiales de construcción 
es la que mayor impacto causa en la Sabana de Bogotá, conforme lo señalan los 
diferentes estudios ecológicos realizados para este sector; 

Que teniendo en cuenta el considerando anterior se requiere reglamentar parcialmente 
el artículo 61 de la Ley 99 de 1993…” 

Que el precitado  acto administrativo fue modificado por las Resoluciones 249 de 1994, 
1277 de 1996 y 803 de 1999. 
 
Que mediante la Resolución 813 del 14 de julio de 2004, este Ministerio redefinió y 
estableció las zonas compatibles con la minería de materiales de construcción y se 
definieron y establecieron las zonas compatibles con la minería de arcillas en la Sabana 
de Bogotá, sustituyendo con esta las Resoluciones 222 de 1994, 249 de 1994, 1277 de 
1996 y 0803 de 1999. 
 
Que posteriormente, este Ministerio mediante la Resolución 1197 del 12 de octubre de 
2004, estableció las zonas compatibles con la minería de materiales de construcción y 
de arcillas en la Sabana de Bogotá y sustituyó la Resolución 813 del 14 de julio de 2004 
y se adoptaron otras determinaciones, sustentada en argumentos jurídicos y técnicos, 
utilizando entre otros, el estudio contratado por el Ministerio con la empresa Prodea, 
con información complementaria suministrada por la CAR y el Ingeominas, y teniendo 
en cuenta las observaciones efectuadas por el DAMA, la CAR, el Ministerio de Minas y 
Energía, la Gobernación de Cundinamarca, el Ingeominas, la Procuraduría Delegada 
para Asuntos Ambientales y Agrarios, los gremios y algunos actores de la sociedad 
civil. 
 
Que el Consejo de Estado en Sentencia N° 110010326000200500041 00  (30987) de 
2010, declaró la nulidad del artículo 1º y su parágrafo 3º y del parágrafo del artículo 2 
de la Resolución 1197 de 2004, considerando que estos vulneraron lo prescrito en el 
artículo 34 de la Ley 685 de 2001, en el sentido de obviar el deber de colaboración en 
la adopción de áreas excluibles de la minería y por ende consideró que debían ser 
retirados del ordenamiento jurídico.  
 
Análisis de los antecedentes normativos del artículo 61 de la Ley 99 de 1993. 
 
El artículo 61 de la Ley 99 de 1993, le otorgó una categoría especial a la Sabana de 
Bogotá al establecer que esta “……., sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros 
circundantes y sistemas montañosos, como de interés ecológico nacional, cuya 
destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal…”; ordenando a este Ministerio 
determinar  “…Las zonas en las cuales exista compatibilidad con las explotaciones 
mineras…” 
 
Que la Corte Constitucional sobre este artículo indicó en la Sentencia C-543 de 1996 
que: 
 
“Es el caso del Artículo 61 de la ley 99 de 1993, a través del cual el legislador, en 
desarrollo de las competencias que le atribuyó el Constituyente, y especialmente del  
principio consagrado en el Artículo 8 de la C.P., declaró a la Sabana de Bogotá, sus 
páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de 
interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal.  
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Tal determinación presupone una decisión de carácter técnico, que implica que el 
legislador, con plena capacidad para hacerlo, reconoce esos recursos como esenciales 
para la conservación y preservación del ecosistema nacional, y que en consecuencia, 
asume su protección y preservación, como asunto de su directa competencia, pues es 
su responsabilidad salvaguardar un patrimonio que es de la Nación, sin que ello 
signifique que pueda despojar a los respectivos municipios de la facultad que el 
Constituyente les otorgó, en materia de reglamentación sobre esas materias. (Negrilla 
fuera de texto original). 

 
Así, el legislador, con base en lo dispuesto en los Artículos 8, 79, 80 y 334 superior, 
podía legítimamente en la ley de medio ambiente, crear y definir los organismos 
técnicos especializados encargados de regir, diseñar e implementar políticas de 
alcance nacional y regional, Ministerio del Medio Ambiente y Corporaciones Autónomas 
Regionales, cuyo objetivo fundamental, además de garantizar la protección de los 
recursos naturales y el medio ambiente, es propiciar el logro de esos fines, de forma 
paralela al cumplimiento de otros propósitos fundamentales de la Carta, tales como 
impulsar procesos de desarrollo sostenido de la economía, que garanticen el progresivo 
bienestar general y la protección de esos recursos…” 

 
Que como antecedentes directos del artículo 61 de la ley 99 de 1993 y como insumos 
que dieron lugar a su reglamentación encontramos la expedición de la Resolución 
ejecutiva 76 del 31 de marzo de 1977 del Ministerio de Agricultura que aprobó el 
Acuerdo 30 de 1976 del INDERENA por el cual se declararon dos reservas forestales 
nacionales: una protectora en el artículo 1° (Bosque Oriental de Bogotá) y otra 
protectora-productora en el artículo 2º (Cuenca alta del río Bogotá), siendo esta última 
redelimitada a través de la Resolución 138 de 2014 que contempla en su artículo 18 
que las decisiones en ella contenidas, deberán ser tenidas en cuenta como 
determinante ambiental para la definición de las áreas compatibles con la minería en la 
Sabana de Bogotá. 
 
Que como reglamentación directa de lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993 
encontramos que el Gobierno Nacional expidió las resoluciones 222 de 1994, 
(modificada por la Resoluciones 249 de 1994, 1277 de 1996, 803 de 1999), 813 de 
2004 y 1197 de 2004, otorgando reglas específicas en relación a la actividad minera en 
el área que comprende la Sabana de Bogotá.  
 
Que es de anotar que en la Resolución 222 de 1994 únicamente se regularon los 
materiales de construcción, los cuales hacen parte de la clasificación de minerales 
industriales de acuerdo al Glosario Técnico Minero del Ministerio de Minas y Energía1, 
por las causas descritas en sus considerandos arriba mencionados en tanto que en la 
Resolución 1197 de 2004 únicamente se regularon los materiales de construcción y 
arcillas. 
 
Que en este sentido las reglas contenidas en las resoluciones 222 de 1994, (modificada 
por la Resoluciones 249 de 1994, 1277 de 1996, 803 de 1999), 813 de 2004 y 1197 de 
2004, se aplican únicamente a los materiales de construcción y arcillas. 
 
Que bajo las mencionadas normas se establecieron zonas de la Sabana de Bogotá 
compatibles con la actividad de explotación minera y otras que no son compatibles. Así 
las cosas, se definieron estrategias para permitir la continuación o establecimiento de 

                                                 
1 Definición de mineral industrial, pág. 107.  Glosario Técnico Minero.  MME. 2003. 
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la actividad minera en zonas compatibles; o prohibir el establecimiento de nuevas 
actividades de explotación minera o imponer los instrumentos ambientales especiales2 
a través de los cuales se permitió el cierre progresivo de las explotaciones mineras 
existentes en las zonas no compatibles. 
 
Que es pertinente resaltar que mediante el artículo 1 de la Resolución 1197 de 2004 
este Ministerio estableció las zonas compatibles con la minería de materiales de 
construcción y de arcillas en la Sabana de Bogotá. En tal sentido, de manera expresa 
señaló catorce (14) polígonos, como zonas compatibles con la minería, bajo el 
cumplimiento de la normativa que regula la materia en la cual se efectuó un amplio y 
completo análisis normativo y jurisprudencial sobre el alcance y contenido del artículo 
61 de la Ley 99 de 1993 y definió doce (12) escenarios jurídicos de transición para dar 
respuesta a las situaciones existentes frente a la aplicación de la norma.  
 
Que esta resolución, modificó la visión de los instrumentos de manejo y control 
ambiental que contemplaba la Resolución 222 ya citada, en el sentido de designar el 
Plan de Manejo, Recuperación o Restauración Ambiental (en adelante PMRRA) 
únicamente para aquellas actividades que se encontraran por fuera de las zonas 
compatibles con la minería dándoles además “…una duración hasta por la vigencia del 
título minero, el cual no podrá ser objeto de prórroga. El PMRRA podrá extenderse más 
allá del título minero, cuando el tiempo para la restauración no sea suficiente para 
desarrollarlo adecuadamente, sin exceder de tres (3) años…”. 
 
Que el Consejo de Estado en Sentencia N° 110010326000200500041 00  (30987) de 
2010, declaró la nulidad del artículo 1º y su parágrafo 3º y del parágrafo del artículo 2 
de la Resolución 1197 de 2004, considerando que estos vulneraron lo prescrito en el 
artículo 34 de la Ley 685 de 2001 en el sentido de obviar el deber de colaboración en 
la adopción de áreas excluibles de la minería y por ende consideró que debían ser 
retirados del ordenamiento jurídico.  
 
Que tal como lo manifiesta el Consejo de Estado “…En consecuencia, el Estado, como 
director general de la economía, intervino, tal como se lo ordena el artículo 334 de la 
Carta Política, para lograr una racional explotación de los recursos naturales y del uso 
del suelo en la Sabana de Bogotá y algunos municipios circundantes, al determinar en 
la Ley 99 de 1993, los organismos del sector público encargados a nivel nacional y 
regional de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, atribuyéndoles facultades para producir disposiciones que garanticen, con 
perspectiva de unidad e integralidad, de una parte el desarrollo sostenido de la 
economía, y de otra, la preservación de un patrimonio esencial para la Nación en su 
conjunto, asumiendo que tales disposiciones afectarán a las generaciones actuales y 
futuras que la conforman…”. 
 
Que como consecuencia de este fallo se han mantenido vigentes hasta el momento los 
polígonos de compatibilidad con la actividad minera en la Sabana de Bogotá definidos 
por la Resolución 222 de 1994 y los instrumentos de control ambiental y los escenarios 
jurídicos de transición derivados de la Resolución 1197 de 2004. 
 
Que sobre el deber de colaboración, establece la Ley 685 de 2001, en su artículo 34 
que “…No podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y explotación mineras en 

                                                 
2 Señaló instrumentos administrativos de manejo y control ambiental aplicable a cada uno de los escenarios de transición, los 
cuales fueron: la Licencia  Ambiental, los Planes de Manejo Ambiental (PMA) y los Planes de Manejo, Recuperación y Restauración 
Ambiental (PMRRA). 
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zonas declaradas y delimitadas conforme a la normatividad vigente como de protección 
y desarrollo de los recursos naturales renovables o del ambiente y que, de acuerdo con 
las disposiciones legales sobre la materia, expresamente excluyan dichos trabajos y 
obras. 
 
Las zonas de exclusión mencionadas serán las que se constituyan conforme a las 
disposiciones vigentes, como áreas que integran el sistema de parques nacionales 
naturales, parques naturales de carácter regional y zonas de reserva forestales. Estas 
zonas para producir estos efectos, deberán ser delimitadas geográficamente por la 
autoridad ambiental con base en estudios técnicos, sociales y ambientales con la 
colaboración de la autoridad minera, en aquellas áreas de interés minero…”. 
 
Que en la Sentencia C-339 de 2002, la Corte Constitucional se pronunció sobre la 
importancia de la conservación de la Biodiversidad, sobre los impactos ambientales 
generados por la actividad minera, y sobre las zonas de exclusión, en los siguientes 
términos: “Artículo 34. Zonas excluibles de la minería. El inciso segundo señala que las 
zonas de exclusión se encuentran integradas por las siguientes áreas: a) el sistema de 
parques nacionales naturales, b) los parques naturales de carácter regional y, c) las 
zonas de reserva forestal. Con lo anterior se pretende la protección de la biodiversidad, 
de acuerdo con la gran importancia de Colombia a nivel mundial como lo reconoció la 
Corte cuando analizó el tema (Sentencia C-519 de 1994. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa). 
La Corte precisa que además de las zonas de exclusión previstas en esta Ley, pueden 
existir otras, ya declaradas con anterioridad o que se declaren en el futuro por la 
autoridad ambiental. (Subrayado fuera de texto). 

 
Se hace necesario para la Corte señalar que la autoridad minera tiene el deber de 
colaborar con la autoridad ambiental, pero que este deber de colaboración no limita ni 
condiciona el ejercicio de la competencia de la autoridad ambiental quien es la que 
puede establecer las zonas de exclusión; por esta razón en la parte resolutiva se 
condicionará la exequibilidad del inciso segundo del artículo 34 de la ley 685 de 2001.” 
 
Naturalmente las zonas excluidas deben ser claramente delimitadas geográficamente 
y esta función se le asigna a la autoridad ambiental en integración y armonía con lo 
preceptuado por el artículo 5 de la ley 99 de 1993.  Además incluye la colaboración de 
la autoridad minera en las áreas de interés minero, con lo cual se hace efectivo el 
principio de protección prioritaria de la biodiversidad del país junto con un 
aprovechamiento en forma sostenible, de acuerdo con los principios universales y de 
desarrollo sostenible contenidos en la Declaración de Río de Janeiro de junio de 1992, 
ratificada por Colombia…”. 

 
Igualmente, el precitado artículo determinó que a efectos de la exclusión de las 
actividades mineras en las mencionadas zonas, las autoridades ambientales debían 
declararlas y delimitarlas geográficamente basadas en estudios que debían contar con 
la colaboración de las autoridades mineras en aquellas áreas de interés minero. 
 
Por último, encontramos que la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado a través de la Sentencia del 28 de marzo de 2014 
proferida dentro del proceso de acción popular No. 2001-90479 (proceso del Río 
Bogotá), ordenó, entre otras cosas, a este Ministerio en coordinación con el Ministerio 
de Minas y Energía, “…delimitar geográficamente las zonas excluidas de minería en 
donde no podrán ejecutarse trabajos y obras de explotación…”, siendo pues, una orden 
que fortalece la necesidad de expedir el presente acto administrativo. 
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Reza dicha sentencia “…Ahora bien, es indispensable mejorar el conocimiento 
geológico y ambiental a través de investigaciones integrales que permitan obtener 
criterios válidos para ordenar la actividad minera en la Sabana de Bogotá. Sólo 
mediante este tipo de estudios, que permitan conocer la realidad geológica, físico-
biótica, social y económica relacionada con la actividad minera, se podrán establecer 
y priorizar zonas que, tanto geológica como ambientalmente presenten una capacidad 
de acogida adecuada para adelantar la actividad minera… 
 
Es importante que en el Marco de la Agenda Conjunta las autoridades minera y 
ambiental trabajen permanentemente siguiendo el principio de coordinación 
institucional, buscando siempre, mediante una gestión integral y concertada, 
soluciones técnicas y ambientales adecuadas a la problemática relacionada con el 
aprovechamiento de los materiales de construcción en la Sabana de Bogotá… 
 
La nueva reglamentación del artículo 61 como lo advierte el propio Ministerio en sus 
alegatos de conclusión, debe orientarse a la ejecución del estudio técnico base, 
contrato interadministrativo No. 172 de 2009 IDEAM-895 de 2009 MAVDT, que debió 
redefinir las zonas ambientalmente compatibles con la minería en la Sabana de 
Bogotá, cuya formulación y ajustes se efectuó entre diciembre de 2010 y abril de 2011, 
para lo cual se requiere además del concepto previo del Ministerio de Minas y Energía, 
de conformidad con lo previsto en la Ley 1382 de 2010, concepto que fue emitido 
desde el 16 de diciembre de 2011, objeto de análisis para presentar la propuesta 
normativa, la cual deberá expedirse en un término perentorio de seis (6) meses…” 
 
Por su parte el ministerio de Minas y Energía en su alegato agregó “…que lo anterior 
en ningún momento quiere significar que con dichas medidas se tengan que acabar y 
cerrar las explotaciones mineras concedidas mediante actos o contratos con 
anterioridad a las mismas, sino que por el contrario, se debe propender porque las 
actividades mineras en dicha zona se realicen cumpliendo los planes de manejo 
ambiental y propendiendo por un desarrollo sostenible…” (el subrayado y la negrita no 
hacen parte del texto original)...¨. 
 
De acuerdo con el marco jurídico anterior aplicable al artículo 61 de la Ley 99 de 1993 
y las  zonas compatibles con la actividad minera en la Sabana de Bogotá, resulta 
indispensable emitir un nuevo cuerpo normativo que regule este artículo, en el que se 
incluyan  todos los minerales y se atienda al deber de colaboración con la autoridad  
minera. 
 
Del deber de colaboración con la autoridad minera. 
 
Que para dar cumplimiento al deber de colaboración de que trata el artículo 34 de la 
Ley 685 de 2001, se realizaron actividades de coordinación con la institucionalidad 
minera representada por el Ministerio de Minas y Energía – MME y la Agencia Nacional 
de Minería – ANM-  que consistieron en reuniones que se desarrollaron de la siguiente 
manera: 
 
El 22 de diciembre de 2014 se realizó reunión de coordinación con las autoridades 
mineras (ANM y MME) para la entrega por parte de esta, del Potencial Geológico - 
Minero de la Sabana de Bogotá e información de análisis sectorial minera parcial de 
acuerdo con las necesidades y compromisos establecidos como la relación de la 
titulación minera en la Sabana de Bogotá y de la situación jurídica de los títulos mineros 
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y un estudio socioeconómico de la importancia de las explotaciones mineras en la 
Sabana de Bogotá. 
  
Durante el 2015 se realizaron las siguientes reuniones: el 15, 22 y 29 de enero, y el 27 
de febrero respectivamente, se realizaron reuniones de socialización de la evolución 
del análisis de la información de Potencial Geológico Minero vs Análisis Ambiental del 
territorio, basada en el interés ecológico y la destinación prioritaria de la Sabana de 
Bogotá y del análisis parcial de la información sectorial entregada por ANM;  el 25 y el 
26 de marzo se realizaron reuniones de socialización y discusión de las condiciones 
jurídicas  de los títulos mineros en la Sabana de Bogotá entre la Institucionalidad Minera 
y la Oficina Asesora Jurídica del MADS; el 27 de junio se presentó la propuesta de 
zonas compatibles con actividades mineras de la Sabana de Bogotá y los aspectos 
técnicos analizados en este ejercicio a la Institucionalidad Minera; el 10 de julio se 
presentó a la Oficina de Asuntos Ambientales y Sociales del Ministerio de Minas y 
Energía la metodología del análisis Ambiental desarrollado para la definición de zonas 
compatibles con la actividad minera en la Sabana de Bogotá; el 27 de julio el Ministerio 
de Minas y Energía - MME presentó observaciones a la propuesta de zonas 
compatibles con la actividad minera en la Sabana de Bogotá; el 3 de agosto el MME y 
el MADS discutieron la propuesta de zonas compatibles con la actividad minera en la 
Sabana de Bogotá y el Ministerio de Minas y Energía presentó algunos planteamientos 
para el ajuste de las condiciones jurídicas para la titulación minera existente; durante 
los meses de noviembre y diciembre se recibieron insumos técnicos adicionales por 
parte de institucionalidad minera en relación con la definición de minerales3. 
 
En el 2016, el 25 de julio se realiza reunión con el MME y la ANM para presentar el 
análisis de los elementos ambientales, mineros y jurídicos en el ejercicio de definición 
de zonas compatibles con la actividad minera en la Sabana de Bogotá. 
 
Así mismo el 16 de agosto de 2016 se realiza reunión con el Ministerio de Minas y 
Energía y la Agencia Nacional de Minería para discusión del resultado de los polígonos 
de compatibilidad con la actividad minera en la Sabana de Bogotá y presentar 
observaciones de ajuste del caso. 
 
Adicionalmente,  el 29 de agosto de 2016 se realiza reunión con el Ministro de Minas y 
Energía, el Viceministro de Minas y la Presidente de la ANM para discusión del 
resultado de los polígonos de compatibilidad con la actividad minera en la Sabana de 
Bogotá. 
 
Que en relación con el Potencial Geológico Minero – PGM, tanto la Autoridad Nacional 
de Minería como el Ministerio de Minas y Energía en reuniones sostenidas en pro del 
principio de colaboración informaron que “…la Sábana de Bogotá posee  altísimo 
potencial minero para carbón, materiales de construcción, arenas silíceas, sal y otros 
minerales, no obstante las  exclusiones ambientales establecidas en el territorio, el área 
de potencial a efectos de este análisis comprenderá una extensión …”este comprende 
un área de 103.065 hectáreas y está conformado por 16 polígonos que se ubican en 
las zonas sur y norte de la Sabana de Bogotá, en 26 municipios de los 49 que 

                                                 
3 La Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Minas y Energía, a través del concepto 2015062327 del 9 de septiembre de 2015 se refiere a 
las características, usos y aspectos legales de las arenas silíceas indicando “…que en el Balance Minero Colombiano elaborado por la Unidad 
de Planeación Minero Energética – UPME, las arenas silíceas son catalogadas como minerales industriales…”; por lo que concluyó que “…De 
acuerdo con los conceptos emitidos por las Direcciones Técnicas de esta Entidad, y a la luz de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 685 de 
2001, y teniendo en cuenta características, usos y aspectos legales, y entendiendo que no son utilizadas generalmente en la industria de la 
construcción, las arenas silíceas a pesar de su origen y condición pétrea se consideran minerales (Arenas) industriales, toda vez que su 
aprovechamiento real se encuentra en la industria, (vidrio, cerámicas, tecno químicas, farmacéuticas, pegantes, pinturas, etc)…”. 
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conforman la Sabana: Bogotá, Bojacá, Cajicá, Chocontá, Cogua, Coconubá, El Rosal, 
Facatativá, Funza, Gachancipá, Guasca, Guatavita, Madrid, Mosquera, Nemocón, 
Sesquilé, Sibaté, Soacha, Sopó, Subachoque, Suesca, Tabio, Tausa, Tenjo, Tocancipá 
y Zipaquirá.  El PGM incluye la diversidad de minerales factible de encontrar en la 
Sabana de Bogotá. 
 
Del marco constitucional y legal sobre la protección del ambiente. 
 
La forma organizativa de Estado Social de Derecho, acogida en Colombia a partir de la 
Constitución de 1991, implicó un cambio trascendental en el concepto del papel del 
Estado contemporáneo. El tránsito del Estado liberal de derecho fundado, entre otros, 
en el postulado laissez faire-laissez passer, al Estado Social de Derecho, ha conllevado 
a la asunción de una función activa y protagónica del Estado actual como “promotor de 
toda la dinámica social.” Es así como, el artículo 1 constitucional reza que “…Colombia 
es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y 
la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general…”;  
 
A su vez el artículo 2 ibídem establece que “…. Son fines esenciales del Estado: servir 
a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación 
de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 
administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo…” 
 
El cumplimiento de los fines esenciales y sociales del Estado, como la efectividad de 
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución (preámbulo y 
artículos 2 y 365), entre otros factores, ha ocasionado un incremento considerable de 
las funciones de la Administración, que a la vez ha conducido a la ampliación de las 
prerrogativas permisivas, regulativas, sancionatorias y planificadoras reconocidas en 
los diferentes órganos del Estado sin importar la separación de sus funciones pues 
todas colaboran armónicamente en la realización de sus fines (artículo 113 concordante 
con el artículo 209 superior).  
 
Adicionalmente, nuestra Carta Política, contiene una seria de artículos que imprimen 
en todas y cada uno de las partes que componen la Nación Colombiana, deberes, 
obligaciones, cargas y sobre todo principios, en pro de la conservación del medio 
ambiente, razón por la cual es conocida como una “Constitución verde”. 
 
Dentro de estos derechos y deberes, destacamos que: el artículo 8 constitucional prevé 
como “…Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación…” y el 79 que “…Todas las personas tienen derecho a gozar de 
un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones 
que puedan afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las 
áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos 
fines…”; por tal razón el artículo 80 que “…El Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. 
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Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados…”; lo cual trae como 
consecuencia lo dispuesto en el artículo 95 establece que “…Toda persona está 
obligada a cumplir la Constitución y las leyes…” entre ellos “…Proteger los recursos 
culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano…” 
 
De las normas transcritas, se tiene que los artículos 8 y 95 numeral 8 de la Carta Política 
de 1991, señalan que es obligación del Estado y de los particulares, proteger las 
riquezas naturales de la Nación, por lo cual los artículos 1 y 58 ibídem consagran la 
prevalencia del interés general sobre el particular y este último dispone además, que la 
propiedad es una función social que implica obligaciones y como tal, le es inherente 
una función ecológica.  
 
A su vez, los artículos 79 y 80, consagran el derecho colectivo a un ambiente sano y el 
deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las 
áreas de especial importancia ecológica, planificar el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución y prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental.  
 
Los mencionados postulados constitucionales han sido desarrollados a través de 
diversas leyes, entre las cuales se resalta la Ley 99 de 1993, que organizó en nuestro 
país el Sistema Nacional Ambiental y en general la institucionalidad pública encargada 
de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables. 
 
Los artículos 1º y 3º de la precitada ley, señalan que las políticas ambientales están 
sujetas a que el proceso de desarrollo económico y social del país sea orientado según 
los principios universales y del desarrollo sostenible contenidos en la Declaración de 
Río de Janeiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo y que el desarrollo 
sostenible es aquel que “conduzca al crecimiento económico, a la elevación de la 
calidad de la vida y al bienestar social, sin agotar la base de recursos naturales 
renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el derecho de las 
generaciones futuras a utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesidades…”.  
 
Frente al desarrollo sostenible, la Corte Constitucional en sentencia C-058 de 1994, 
consideró que “el concepto de desarrollo sostenible ha buscado superar una 
perspectiva puramente conservacionista en la protección del medio ambiente, al 
intentar armonizar el derecho al desarrollo -indispensable para la satisfacción de las 
necesidades humanas- con las restricciones derivadas de la protección al medio 
ambiente. El desarrollo sostenible debe permitir elevar la calidad de vida de las 
personas y el bienestar social pero sin sobrepasar la capacidad de carga de los 
ecosistemas que sirven de base biológica y material a la actividad productiva”. 
 
En igual sentido la Corte Constitucional en Sentencia C-339 de 2002 indicó que “el 
desarrollo sostenible no es solamente un marco teórico sino que involucra un conjunto 
de instrumentos, entre ellos los jurídicos, que hagan factible el progreso de las próximas 
generaciones en consonancia con un desarrollo armónico de la naturaleza…La 
Constitución Política de Colombia, con base en un avanzado y actualizado marco 
normativo en materia ecológica, es armónica con la necesidad mundial de lograr un 
desarrollo sostenible, pues no sólo obliga al Estado a planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales sino que además, al establecer el llamado 
tríptico económico determinó en él una función social, a la que le es inherente una 
función ecológica, encaminada a la primacía del interés general y del bienestar 
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comunitario. Del contenido de las disposiciones constitucionales citadas se puede 
concluir que el Constituyente patrocinó la idea de hacer siempre compatibles el 
desarrollo económico y el derecho a un ambiente sano y a un equilibrio ecológico.” 
 
Ahora bien, el  artículo 5 de la Ley 99 de 1993, en concordancia con el Decreto 3570 
de 2011, le asignaron a este Ministerio la función determinar las normas ambientales 
mínimas y las regulaciones de carácter general sobre medio ambiente a las que 
deberán sujetarse las actividades mineras, industriales, de transporte y en general todo 
servicio o actividad que pueda generar directa o indirectamente daños ambientales, así 
como definir  y regular los instrumentos administrativos y mecanismos necesarios para 
la prevención y el control de los factores de deterioro ambiental y determinar los criterios 
de evaluación, seguimiento y manejo ambientales de las actividades económica. 
 
Por su parte, el artículo 7° de la precitada ley determina que el ordenamiento ambiental 
del territorio, es una función atribuida al Estado de regular y orientar el proceso de 
diseño y planificación de uso del territorio y de los recursos naturales renovables de la 
Nación, a fin de garantizar su adecuada explotación y su desarrollo sostenible. 
 
Al respecto la Corte Constitucional en la Sentencia C-495 de 1996 señala que la 
planificación ambiental debe responder a los dictados de una política nacional, la cual 
se adoptará con la participación activa de la comunidad y del ciudadano, y la misma 
debe ser coordinada y articulada entre la Nación y las entidades territoriales 
correspondientes. El derecho a gozar de un ambiente sano les asiste a todas las 
personas, de modo que su preservación, al repercutir dentro de todo el ámbito nacional 
-e incluso el internacional-, va más allá de cualquier limitación territorial de orden 
municipal o departamental. 
 
De los instrumentos ambientales para el ejercicio de las actividades mineras en 
el territorio colombiano. 

 
El Decreto – Ley 2811 de 1974 dispuso que el uso de los recursos naturales se 
adquiere, entre otros modos, por permiso, concesión y asociación. Los permisos, 
concesiones y asociaciones para el uso de los recursos naturales serían reglamentados 
a través de los decretos 1541 de 1978, 1594 de 1984 derogado parcialmente por el 
Decreto 3930 de 2010, 1791 de 1996 y 948 de 1995, todos ellos fueron compilados en 
el Decreto 1076 de 2015. 
 
Con la expedición de la Ley 99 de 1993 se determinó, a través de su Título VIII “De las 
Licencias Ambientales”, que los proyectos, obras o actividades que de acuerdo a la ley 
y los reglamentos puedan producir deterioro grave a los recursos naturales o al medio 
ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje requerirán de 
una Licencia Ambiental. Dichos proyectos serían listados de manera taxativa a través 
del artículo 52 de la citada ley, entre los cuales se incluyeron los proyectos de gran 
minería. 
 
Posteriormente las reglamentaciones del mencionado título señalarían además que 
tanto los proyectos de gran minería como los de mediana o pequeña minería, estarían 
sujetos a una licencia ambiental global, como requisito previo al ejercicio de los 
derechos derivados de las autorizaciones mineras en la etapa de explotación. 
 
Así las cosas, de conformidad con la normatividad colombiana, el derecho a explorar o 
a explotar los recursos naturales no renovables (Ley 685 de 2001) en materia de 
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minería, se adquiere a través del acto administrativo o contrato y su respectiva 
inscripción en el Registro Minero Nacional lo cual constituye en la actualidad el título 
minero, derecho cuyo ejercicio está supeditado a la consecución de las respectivas 
autorizaciones ambientales, según la etapa de que se trate así: i) Para la etapa de 
exploración se requerirán los permisos, concesiones, asociaciones y autorizaciones 
que permitan el uso de los recursos naturales renovables, cuando a ello hubiere lugar 
y; ii) para la etapa de explotación se requiere la obtención de la correspondiente 
Licencia Ambiental Global, a menos que el proyecto se encuentre amparado en un 
régimen de transición en materia de licenciamiento que lo ponga bajo el amparo de plan 
de manejo ambiental, como instrumento de control y manejo ambiental.  
 
De la jurisprudencia relacionada. 
 
Que de la breve exposición del marco jurídico sobre la protección de los recursos 
naturales renovables y del ambiente y del ejercicio de las actividades privadas, como 
es la explotación de recursos naturales no renovables, es posible comprender y 
observar la existencia de una tensión entre los dos bienes jurídicos tutelados.  
 
“…Tal determinación presupone una decisión de carácter técnico, que implica que el 
legislador, con plena capacidad para hacerlo, reconoce esos recursos como esenciales 
para la conservación y preservación del ecosistema nacional, y que en consecuencia, 
asume su protección y preservación, como asunto de su directa competencia, pues es 
su responsabilidad salvaguardar un patrimonio que es de la Nación, sin que ello 
signifique que pueda despojar a los respectivos municipios de la facultad que el 
Constituyente les otorgó, en materia de reglamentación sobre esas materias…”4  
 
Que para resolver la tensión en comento, la Corte Constitucional en la Sentencia T-411 
de 1992 muestra como el texto constitucional posee diversas acepciones. Expresa la 
Corte “…La Constitución no es sólo el fundamento de validez del ordenamiento -en la 
medida que regula la creación jurídica-, sino que contiene el orden jurídico básico de 
los diversos sectores de la vida social y política. Ella prefigura un modelo de sociedad. 
Por lo tanto en ella surge una Constitución económica, con su tríptico: propiedad, 
trabajo, empresa; una Constitución social, con la legislación de sus relaciones; una 
Constitución ecológica y una Constitución cultural… 
   
Una de las características de casi todos los derechos constitucionales fundamentales 
es que no son derechos absolutos que puedan ejecutarse sin carga alguna, por parte 
de su titular, pues están sujetos a límites más allá de los cuales resulta ilegítimo su 
ejercicio. En este sentido la doctrina ha elaborado la noción de derecho-deber, que 
implica límites al ejercicio del derecho. 
 
En la Constitución Política surge un tríptico económico, constituido por el trabajo 
(artículo 25), la propiedad privada (artículo 58) y la libertad de empresa (artículo 333). 
  
Este tríptico económico tiene una función social. En tanto que social, él debe velar por 
la protección de los valores y derechos sociales. Entre éstos a su vez se destaca la vida 
y la ecología. Luego el trabajo, la propiedad y la empresa tienen una función ecológica 
que es inherente a la función social. Es de advertir que el fin último de la función 
ecológica del tríptico económico es la prevalencia del interés general sobre el interés 
particular, que es un principio fundante del Estado colombiano… 

                                                 
4 Consejo de estado, Sala de lo contencioso administrativo, Sección primera, Consejera ponente: Maria Elizabeth Garcia Gonzalez, 
Bogotá D.C., dos (2) de junio de dos mil once (2011).Radicación número: 11001-03-24-000-2005-00167-01 
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Observa la Corte que se trata en este negocio de hacer compatibles y armónicos los 
derechos del tríptico económico (trabajo, propiedad privada y libertad de empresa) y el 
derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 
  
La compatibilidad está en la conjunción copulativa -"y"-, que radica en la combinación 
del crecimiento económico y el respeto por el medio ambiente. Esta ha sido la esencia 
del concepto de desarrollo sostenible que fue presentado hace cinco años por la 
Comisión Brundtland (en honor de la primera ministra noruega, Gro Harlem 
BrundTland) y que se encuentra a la orden del día en la agenda de la Conferencia de 
Río de Janeiro. En otras palabras, la clave radica en mantener el desarrollo económico, 
pero haciéndolo sostenible, esto es, de forma tal que responda a las necesidades tanto 
del hombre como de la naturaleza…” 
 
Con ello entonces contempla una carta ius fundamental que comprende diversas 
visiones que deben ser conciliadas para así lograr un efectivo desarrollo del Estado 
Social de Derecho. Entre estas visiones, se encuentra la económica, donde la propia 
constitución contempla el derecho a ejercer actividades económicas, mientras las 
mismas se realicen de acuerdo a los preceptos del ordenamiento jurídico ambiental. 
 
Así, encontramos que las actividades particulares y el derecho de dominio también son 
principios orientadores de nuestro Estado; sin embargo la prevalencia constitucional del 
interés general sobre el particular habilita al legislador para establecer límites en favor 
de la protección del ambiente, y si es necesario e imposible de conciliar, sacrificios 
sobre intereses particulares (artículos 58, 333 y 334 de la Constitución Política).  
 
Sin embargo, el Consejo de Estado5 ha establecido que “…el sacrificio de situaciones 
particulares por razones de interés general, inclusive si se trata de la protección del 
medio ambiente, tiene límites y condiciones constitucionales que también han sido 
advertidos por la jurisprudencia: …es claro que si bien los atributos del derecho a la 
propiedad privada pueden ser objeto de limitación o restricción, en aras de cumplir con 
las funciones sociales y ecológicas que reconoce la Constitución Política, no por ello 
puede llegarse al extremo de lesionar su núcleo esencial que se manifiesta en el nivel 
mínimo de ejercicio…” por ende “…no puede ser objeto de restricciones irrazonables o 
desproporcionadas, que se traduzcan en el desconocimiento del interés legítimo que le 
asiste al propietario de obtener la utilidad económica…” 
 
Que en la sentencia C-534 de 1996 la Corte Constitucional considera que “… al producir 
normas sobre la materia, el legislador deberá hacerlo de manera tal que sus 
disposiciones contribuyan a la protección de la diversidad e integridad del medio 
ambiente, y a garantizar la conservación de áreas de especial importancia ecológica, 
tal como lo ordena el art. 79 de la C.P.; de igual manera, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el Artículo 80 superior, el Estado deberá sentar, en las respectivas normas 
legales, las bases que le permitan planificar el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales, para garantizar la realización de procesos de desarrollo sostenible, 
para lo cual deberá diseñar políticas de cobertura nacional y regional, que permitan 
impulsar el manejo y aprovechamiento planificado de los recursos naturales, 
previniendo y controlando los factores de deterioro ambiental… 
 

                                                 
5 Concepto del Consejo de Estado –Sala de Consulta y Servicio Civil. Radicación 2233. SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL. 
Consejero ponente: WILLIAM ZAMBRANO CETINA 
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Es clara entonces la legitimidad que le asistía al Congreso de la República para expedir 
la Ley 99 de 1993, a través de la cual desarrolló, entre otros, el principio consagrado en 
el ya citado Artículo 8 de la Constitución, y para consagrar en el Artículo 61 de la misma 
como bienes de interés ecológico nacional, a la Sabana de Bogotá, sus páramos, 
aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos, declaración que 
quiso hacer efectiva con las disposiciones adoptadas en los incisos segundo y tercero 
del mismo Artículo, que otorgan funciones específicas al Ministerio del Medio Ambiente 
y a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, dirigidas a garantizar la 
destinación que se prevé para los mismos y su conservación y preservación, sin que 
tales disposiciones puedan ser acusadas de interferir o anular la facultad reglamentaria 
de esos municipios, en materia de uso de suelos y protección del patrimonio ecológico, 
las cuales, dadas las características e importancia de dichos bienes sobre el 
ecosistema nacional, se someten a las disposiciones de la misma ley, y a la que expida 
el gobierno nacional, a través del Ministerio del Medio Ambiente, lo cual se ajusta 
plenamente al mandato del Artículo 287 de la C.P.  (…) 

 
Se materializa, en este precepto legal, la intervención del Estado en lo relacionado con 
la explotación de recursos naturales y el uso del suelo, a las que se refiere 
expresamente el Artículo 334 superior, haciendo armónico el desarrollo del Artículo 8 
de la Constitución que le ordena a las personas y al Estado proteger las riquezas 
naturales de la Nación, con los objetivos, también atribuidos al Estado, de garantizar e 
impulsar un desarrollo económico sostenido, que a tiempo que garantice el bienestar 
general, preserve ese patrimonio esencial conformado por las riquezas naturales y el 
medio ambiente. Y no podía ser de otra manera, dada la relación estrecha de 
dependencia que existe entre procesos de desarrollo económico, recursos naturales y 
medio ambiente.  (…)” 
 
Esto implica que ejercicios como el de establecer zonas compatibles y no compatibles 
con la minería en relación a la protección del artículo 61 de la Ley 99 de 1993, deberán 
velar por el equilibrio y respecto del tríptico de derechos constitucionales antes citado. 
Así, las cosas, implica un ejercicio caso a caso con el fin de resolver las tensiones entre 
los derechos constitucionales. 
 
Que “…las autoridades no pueden actuar negativamente sobre situaciones particulares 
y concretas creadas por una ley anterior. Excepcionalmente se permite esa afectación 
cuando (i) lo determine la Ley y (ii) haya razones de interés público o social que así lo 
exijan. La verificación de esas circunstancias y de la necesidad constitucional de llegar 
hasta el punto del sacrificio de situaciones particulares en razón de una necesidad 
pública o social está además abierta a la acción pública de inconstitucionalidad, que 
permite controlar los eventuales excesos del legislador a través de un juicio estricto de 
razonabilidad…”6; sentido en el cual en los casos en los cuales se cuente con 
expectativas legitimas deberá realizarse un examen de la tensión planteada y una 
propuesta de solución caso a caso por parte de la autoridad ambiental.  

 
Del marco constitucional y legal sobre la actividad minera. 
 
Que según el artículo 333 de la Carta Política, la actividad económica y la iniciativa 
privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá 
exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley. Igualmente consagra 
que la ley delimitará el alcance de las actividades antes citadas, cuando así lo exijan el 
interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 

                                                 
6 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 11 de diciembre de 2014. Radicación interna. 233. 
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Que el inciso primero del artículo 334 de la Carta Magna dispone que “La dirección 
general de la economía estará a cargo del Estado. Éste intervendrá, por mandato de la 
ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, 
distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, 
para racionalizar la economía con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de 
vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios 
del desarrollo y la preservación de un ambiente sano”. 
 
Por su parte, la Declaración de Rio de Janeiro de 1992 en su principio 3 determina: 
“…de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios del derecho 
internacional, los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios 
recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad 
de velar porque las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no 
causen daños al medio ambiente de otros Estados o de zonas que estén fuera de los 
límites de la jurisdicción nacional…”. 
 
En desarrollo de los preceptos constitucionales a través de la Ley 685 de 2001 se 
expidió el Código de Minas, cuyo objetivo es el de fomentar la exploración técnica y la 
explotación de los recursos mineros de propiedad privada y estatal; estimular las 
actividades en orden a satisfacer los requerimientos de la demanda interna y externa 
de los mismos y a que su aprovechamiento se realice en forma armónica con los 
principios y normas de explotación racional de los recursos naturales no renovables y 
del ambiente, dentro de un concepto integral de desarrollo sostenible y del 
fortalecimiento económico y social del país; 
 
El artículo 34 del Código excluye la posibilidad de adelantar actividades de exploración 
o explotación mineras en zonas declaradas y delimitadas por las autoridades 
ambientales como de protección y desarrollo de los recursos naturales renovables, tales 
como las áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales, los parques 
regionales y las zonas de reservas forestales, siempre y cuando: i) Dichas zonas 
excluyan tales trabajos; ii) Las zonas estén debidamente declaradas y delimitadas 
geográficamente y; iii) Las zonas deben ser declaradas por la autoridad ambiental con 
base en estudios técnicos, sociales y ambientales con la colaboración de la autoridad 
minera, en aquellas áreas de interés minero. 
 
De los instrumentos mineros para el ejercicio de las actividades mineras en el 
territorio colombiano. 
 
El artículo 14 de la Ley 685 de 2001, señaló que únicamente se podrá constituir, 
declarar y probar el derecho a explorar y explotar minas de propiedad estatal, mediante 
el contrato de concesión minera, debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero 
Nacional. De igual forma deja a salvo los derechos provenientes de las licencias de 
exploración, permisos o licencias de explotación, contratos de explotación y contratos 
celebrados sobre áreas de aporte, vigentes al entrar a regir ese Código. Igualmente 
quedan a salvo las situaciones jurídicas individuales, subjetivas y concretas 
provenientes de títulos de propiedad privada de minas perfeccionadas antes de la 
vigencia del presente estatuto. 
 
Igualmente el artículo 15 ibídem, establece que el beneficiario de un título tiene el 
derecho de establecer, en forma exclusiva y temporal dentro del área otorgada, la 
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existencia de minerales en cantidad y calidad aprovechables, y de apropiárselos 
mediante su extracción o captación 
 
El artículo 45 del Código de Minas determina que el contrato de concesión minera es el 
que se celebra entre el Estado y un particular para efectuar, por cuenta y riesgo de este, 
los estudios, trabajos y obras de exploración de minerales de propiedad estatal que 
puedan encontrarse dentro de una zona determinada y para explotarlos en los términos 
y condiciones establecidos en dicho código, el cual  comprende las fases de exploración 
técnica, explotación económica, beneficio de los minerales por cuenta y riesgo del 
concesionario y el cierre o abandono de los trabajos y obras correspondientes.”  
 
En materia ambiental, el artículo 85 del Código de Minas señala que, simultáneamente 
con el Programa de Trabajos y Obras se deberá presentarse el estudio que demuestre 
la factibilidad ambiental de dicho programa y sin la aprobación expresa de este estudio 
y la expedición de la licencia ambiental correspondiente, no habrá lugar a la iniciación 
de trabajos y obras de explotación minera.  
 
Así mismo, el artículo 195 del citado estatuto, determinó que todas las obras y trabajos 
de minería adelantados por contrato de concesión o por un título de propiedad privada 
del subsuelo, incluirán en su estudio, diseño, preparación y ejecución, la gestión 
ambiental y sus costos, como elementos imprescindibles para ser aprobados y 
autorizados, pero en ningún caso la autoridad ambiental podrá otorgar permisos, 
concesiones, autorizaciones o licencias de orden ambiental, para obras y trabajos no 
amparados por un título minero. 
 
A la vez, el artículo 198 de la citada ley, señaló que: “los medios e instrumentos para 
establecer y vigilar las labores mineras por el aspecto ambiental, son los establecidos 
por la normatividad ambiental vigente para cada etapa o fase de las mismas, a saber, 
entre otros: Planes de Manejo Ambiental, Estudio de Impacto Ambiental, Licencia 
Ambiental, permisos o concesiones para la utilización de recursos naturales renovables, 
Guías Ambientales y autorizaciones en los casos en que tales instrumentos sean 
exigibles”.  
 
En consecuencia para la realización de las actividades mineras, como recurso natural 
no renovable en el país, es necesario obtener los requisitos minero-ambientales 
establecidos en la ley.  
 
Que a los anteriores requisitos debe sumarse la observancia de la zona en la cual se 
pretenda realizar la actividad minera ya que de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 347 y 358 de la Ley 685 de 2001, existen en el país áreas en las cuales no será 

                                                 
7 “…Zonas excluibles de la minería. No podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y explotación mineras en zonas 
declaradas y delimitadas conforme a la normatividad vigente como de protección y desarrollo de los recursos naturales renovables 
o del ambiente y que, de acuerdo con las disposiciones legales sobre la materia, expresamente excluyan dichos trabajos y obras. 
Las zonas de exclusión mencionadas serán las que se constituyan conforme a las disposiciones vigentes, como áreas que integran 
el sistema de parques nacionales naturales, parques naturales de carácter regional y zonas de reserva forestales. Estas zonas 
para producir estos efectos, deberán ser delimitadas geográficamente por la autoridad ambiental con base en estudios técnicos, 
sociales y ambientales con la colaboración de la autoridad minera, en aquellas áreas de interés minero. 
Para que puedan excluirse o restringirse trabajos y obras de exploración y explotación mineras en las zonas de protección y 
desarrollo de los recursos naturales renovables o del ambiente, el acto que las declare deberá estar expresamente motivado en 
estudios que determinen la incompatibilidad o restricción en relación con las actividades mineras. 
No obstante, la autoridad minera previo acto administrativo fundamentado de la autoridad ambiental que decrete la sustracción del 
área requerida, podrá autorizar que en las zonas mencionadas en el presente artículo, con excepción de los parques, puedan 
adelantarse actividades mineras en forma restringida o sólo por determinados métodos y sistemas de extracción que no afecten 
los objetivos de la zona de exclusión. Para tal efecto, el interesado en el Contrato de Concesión deberá presentar los estudios que 
demuestren la compatibilidad de las actividades mineras con tales objetivos…” 
8 “…Zonas de minería restringida. Podrán efectuarse trabajos y obras de exploración y de explotación de minas en las siguientes 
zonas y lugares, con las restricciones que se expresan a continuación: 
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posible realizar minería (zonas excluibles de la minera) y otras en las cuales se podrá 
bajo especiales restricciones (zonas de minería restringida).  
 
Es de anotar que el artículo 34 de la Ley 685 de 2001, señala que las zonas declaradas 
y delimitadas conforme a la normatividad vigente como de protección y desarrollo de 
los recursos naturales renovables o del ambiente y que, de acuerdo con las 
disposiciones legales sobre la materia excluyan trabajos de exploración y explotación 
mineras, serán zonas excluibles de la minería, teniendo en cuenta su importancia 
ecológica y los valores ecosistémicos excepcionales que representan. 
 
Las áreas de exclusión a que hace referencia enunciativa el Código de Minas, así como 
la Ley 1753 de 2015 son aquellas que integran el sistema de parques nacionales 
naturales, parques naturales de carácter regional, zonas de reservas forestales 
protectoras, los ecosistemas delimitados como  páramo9, los humedales designados 
para hacer parte de la lista de Importancia Internacional de la Convención Ramsar y las 
zonas de reservas forestales distintas a las protectoras, entre otras10.  
 
Entre otras áreas a que hace referencia el artículo 34 antes mencionado11, encontramos 
la Sabana de Bogotá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 de 
1993, razón por la cual una interpretación sistemática y armónica entre las dos 
disposiciones nos llevan a establecer que las reglas de colaboración en torno al 
potencial minero deben ser aplicados al ejercicio de delimitación de dicha área de 
interés ecológico Nacional. 
 
 
 
 

                                                 
a) Dentro del perímetro urbano de las ciudades o poblados, señalado por los acuerdos municipales adoptados de conformidad con 
las normas legales sobre régimen municipal, salvo en las áreas en las cuales estén prohibidas las actividades mineras de acuerdo 
con dichas normas; 
b) En las áreas ocupadas por construcciones rurales, incluyendo sus huertas, jardines y solares anexos, siempre y cuando se 
cuente con el consentimiento de su dueño o poseedor y no haya peligro para la salud e integridad de sus moradores; 
c) En las zonas definidas como de especial interés arqueológico, histórico o cultural siempre y cuando se cuente con la autorización 
de la autoridad competente; 
d) En las playas, zonas de bajamar y en los trayectos fluviales servidos por empresas públicas de transporte y cuya utilización 
continua haya sido establecida por la autoridad competente, si esta autoridad, bajo ciertas condiciones técnicas y operativas, que 
ella misma señale, permite previamente que tales actividades se realicen en dichos trayectos; 
e) En las áreas ocupadas por una obra pública o adscritas a un servicio público siempre y cuando: 
i. Cuente con el permiso previo de la persona a cuyo cargo estén el uso y gestión de la obra o servicio; 
ii. que las normas aplicables a la obra o servicio no sean incompatibles con la actividad minera por ejecutarse y 
iii. que el ejercicio de la minería en tales áreas no afecte la estabilidad de las construcciones e instalaciones en uso de la obra o 
servicio. 
f) En las zonas constituidas como zonas mineras indígenas siempre y cuando las correspondientes autoridades comunitarias, 
dentro del plazo que se les señale, no hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título minero para explorar y explotar, 
con arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de este Código; 
g) En las zonas constituidas como zonas mineras de comunidades negras siempre y cuando las correspondientes autoridades 
comunitarias, dentro del plazo que se les señale, no hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título minero para 
explorar y explotar, con arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de este Código; 
h) En las zonas constituidas como zonas mineras mixtas siempre y cuando las correspondientes autoridades comunitarias, dentro 
del plazo que se les señale, no hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título minero para explorar y explotar, con 
arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de este Código. 
Una vez consultadas las entidades a que se refiere este artículo, los funcionarios a quienes se formule la correspondiente solicitud 
deberán resolverla en el término improrrogable de treinta (30) días, so pena de incurrir en falta disciplinaria. Pasado este término 
la autoridad competente resolverá lo pertinente…” 
9 “Artículo 173. PROTECCIÓN Y DELIMITACIÓN DE PÁRAMOS. En las áreas delimitadas como páramos no se podrán adelantar 

actividades agropecuarias ni de exploración o explotación de recursos naturales no renovables, ni construcción de refinerías de 
hidrocarburos. (…)” 
10 la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia C-339 de 2002, en la que indicó: “La Corte precisa que además de 
las zonas de exclusión previstas en el esta Ley, pueden existir otras, ya declaradas con anterioridad o que se declaren en el 
futuro por la autoridad ambiental.” 
11 la Honorable Corte Constitucional mediante la Sentencia C-339 de 2002, en la que indicó: “La Corte precisa que además de 
las zonas de exclusión previstas en el esta Ley, pueden existir otras, ya declaradas con anterioridad o que se declaren en el 
futuro por la autoridad ambiental.” 
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Del cumplimiento de las normas ambientales y mineras. 
 
La realización de las actividades mineras sin el cumplimiento de los requisitos que el 
ordenamiento jurídico ha dispuesto para ello debe conllevar el despliegue de una serie 
de acciones administrativas por parte de diversas autoridades. Veamos: 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 1333 de 2009 “…los 
departamentos, municipios y distritos, quedan investidos a prevención de la respectiva 
autoridad en materia sancionatoria ambiental. En consecuencia, estas autoridades 
están habilitadas para imponer y ejecutar las medidas preventivas y sancionatorias 
consagradas en esta ley y que sean aplicables, según el caso, sin perjuicio de las 
competencias legales de otras autoridades…” sentido en el cual se debe hacer un 
llamado a los municipios que comprenden la Sabana de Bogotá a que ejerzan de 
manera estricta la función a prevención para de esta manera mantener la destinación 
principal forestal y agropecuaria de esta zona descrita en el artículo 61 de la Ley 99 de 
1993. Lo cual además comparten los departamentos, la Unidad Administrativa Especial 
del Sistema de Parques Nacionales Naturales; las Corporaciones Autónomas 
Regionales y las de Desarrollo Sostenible; las Unidades Ambientales Urbanas de los 
grandes centros urbanos y la Armada Nacional. 
 
De otra parte para la protección de la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles 
aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico 
nacional se requiere de un estricto y especial ejercicio de las funciones de inspección, 
vigilancia, seguimiento y control por parte de la Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca – CAR,   la Secretaría Distrital de Ambiente - SDA, la Autoridad Nacional 
de Licencias Ambientales - ANLA, la Corporación Autónoma Regional del Guavio - 
CORPOGUAVIO y la Corporación Autónoma Regional de Chivor – CORPOCHIVOR y 
Corporación Autónoma Regional de Boyacá – CORPOBOYACA y de ser el caso de 
desarrollo de las funciones que la Ley 1333 de 2009 constituyendo en infractor a 
aquellos que violenten normas de contenido ambiental12 o configuren los elementos de 
la responsabilidad civil extracontractual determinados en el artículo 2341 del Código 
Civil.  
 
Adicionalmente, la Ley 685 de 2001, contempla algunas facultades de los alcaldes, las 
cuales deberán observarse con rigor. El artículo 161 establece como “…Los alcaldes 
efectuarán el decomiso provisional de los minerales que se transporten o comercien y 
que no se hallen amparados por factura o constancia de las minas de donde provengan. 
Si se comprobare la procedencia ilícita de los minerales se pondrán además a 
disposición de la autoridad penal que conozca de los hechos. Lo dispuesto en este 
artículo no se aplicará a la minería de barequeo…”, a su vez el artículo 306 ibídem, reza 
como “…Los alcaldes procederán a suspender, en cualquier tiempo, de oficio o por 
aviso o queja de cualquier persona, la explotación de minerales sin título inscrito en el 
Registro Minero Nacional. Esta suspensión será indefinida y no se revocará sino 
cuando los explotadores presenten dicho título. La omisión por el alcalde de esta 
medida, después de recibido el aviso o queja, lo hará acreedor a sanción disciplinaria 
por falta grave…”. 
 
Por último, teniendo la Agencia Nacional de Minería las funciones de titulación, registro, 
asistencia técnica, fomento, fiscalización y vigilancia de las obligaciones emanadas de 
los títulos y solicitudes de áreas mineras, estas últimas funciones por delegación que le 
hiciera el Ministerio de Minas y Energía, es imperativo que por parte de esa agencia 

                                                 
12 Entiéndase por normas aquellas emanadas del poder legislativo, así como actos administrativos. 
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estatal se exija el cumplimiento y observancia de las directrices que por este acto 
administrativo se imparten. 
 
Consideraciones técnicas. 
 
De acuerdo con lo conceptuado por la Corporación Autónoma de Regional – CAR, en 
Oficio 20152130675 del 22 de Septiembre de 2015, “…La Sabana de Bogotá tiene que 
incluir los cerros que la rodean hasta la divisoria de aguas, así se debe considerar toda 
la cuenca alta del Río Bogotá, es decir toda la cuenca hidrográfica del río y sus 
afluentes, los páramos circundantes hasta la salida del río del altiplano. De esta manera 
incluye entonces, entre otras, las subcuencas de los ríos Bojacá, Subachoque, Frío, 
Tunjuelo, Teusaca, Tomine, Chequa, Neusa y un gran número de microcuencas de 
quebradas. La unidad del área está dada por su geografía, su geología, su 
hidrogeología y su hidrología…”13.   
 
Fisiográficamente la Sabana de Bogotá está conformada por dos zonas: el altiplano y 
la zona montañosa. El altiplano se sitúa en la parte central del área con alturas que van 
desde los 2.200 m.s.n.m., hasta los 2.600 m.s.n.m.; la zona montañosa rodea el 
altiplano limitándolo al oriente y al occidente hasta la divisoria de aguas, con alturas 
hasta 3.800 m.s.n.m.  
 
La Sabana de Bogotá se localiza en el eje de la Cordillera Oriental y abarca la zona 
centro del departamento de Cundinamarca y sus puntos extremos están localizados de 
la siguiente manera: 
 

Rumbo 
Coordenadas MAGNA SIRGAS origen central 

Municipio 
este norte 

NORTE 1.053.618,6 1.077.608,9 Villa Pinzón 

SUR 985.267,3 964.232,5 Bogotá 

OCCIDENTE 962.110,1 1.030.427,3 Guasca 

ORIENTE 1.062.570,4 1071348,1 Villa Pinzón 

 
 
En este sentido la Sabana de Bogotá, está comprendida por los siguientes municipios 
: Bogotá, Chocontá, Guasca, La Calera, Zipaquirá, Subachoque, Soacha, Guatavita, 
Facatativá, Sesquilé, Tausa, Suesca, Cogua, Villapinzón, Madrid, Tenjo, Sopó, 
Mosquera, Nemocón, Sibaté, Chía, Tabio, El Rosal, Tocancipá, Funza, Bojacá, Cota, 
Cajicá, Gachancipá, Cucunubá, Chipaque, Choachi, Pasca, Zipacón, , Carmen de 
Carupa, Machetá, Pacho, La Vega, Ubaque, Sasaima, San Francisco, Silvania, Albán, 
Lenguazaque, Une, San Antonio del Tequendama, Anolaima, Sutatausa en el 
departamento de Cundinamarca yTurmequé en el departamento de Boyacá. 
 
Ecosistémicamente la Sabana de Bogotá hace parte de la estructura ecológica regional 
central, la cual está conformada por el Sistema de Áreas Protegidas de la Región 
Central y del Distrito Capital, corredores ecológicos, y área de Manejo Especial del río 
Bogotá, entre otras; las cuales se componen de ecosistemas como bosques secos 
andinos, bosques húmedos andinos, bosques fragmentados, herbazal andino húmedo, 
páramos húmedo y seco, subxerofitia andina, acuáticos, arbustal andino húmedo, 
complejo rocoso de los andes, vegetación secundaria, agro-ecosistemas, etc.  

                                                 
13 Plan Ambiental de la Cuenca Alta del Río Bogotá, Análisis y Orientaciones para el Ordenamiento Territorial, Thomas Van Der 
Hammen - Corporación Autónoma de Regional CAR, Bogotá, 1998. 
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En relación con la hidrografía, la Sabana de Bogotá está conformada por las cuencas 
alta en el páramo de Guacheneque y media del río Bogotá hasta el Salto del 
Tequendama; en esta zona converge todo el sistema de microcuencas que se forman 
desde la divisoria de aguas que limitan la Sabana de Bogotá y descienden por las 
vertientes montañosas del oriente y del occidente; por su parte la zona sur del altiplano 
se caracteriza como un área inundable por la confluencia de un mayor número de 
afluentes del río Bogotá.  Así mismo, la Sabana de Bogotá cuenta con una red antrópica 
de canales y embalses construidos para generar energía, para riego, acueductos, entre 
otros. 
 
Los servicios ecosistémicos que prestan La Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, 
valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos, corresponden a servicios 
básicos de provisión, regulación y soporte, tales como el abastecimiento de agua 
potable para más de 9 millones de usuarios del sistema de abastecimiento conformado 
por los sistemas: Sistema Chingaza que incluye los embalses de Chuza y San Rafael 
y el subsistema río Blanco; Sumapaz, cuenca alta del río Tunjuelo que incluye los 
embalses de La Regadera y Chisacá y la laguna de Los Tunjos o Chisacá y el 
subsistema Cerros Orientales; Sistema Tibitóc - Agregado Norte que Incluye el embalse 
de Aposentos y los embalses de Neusa, Sisga  y Tominé.  
 
Así mismo disponibilidad del recurso hídrico para sectores productivos como industria, 
servicios públicos, agricultura, ganadería, generación de energía, recreación y turismo. 
Disposición de residuos sólidos para municipios de la Sabana de Bogotá, en 7 rellenos 
sanitarios que incluye 1 regional y 1 para la ciudad de Bogotá. La provisión de alimentos 
para una población asentada en el 0.37% del territorio total del país. Servicios culturales 
para la recreación, el turismo y la protección paisajística de la región. El control de 
inundaciones y prevención de riesgos asociados para los habitantes de la cuenca del 
río Bogotá. El mantenimiento de la calidad del aire y la mitigación del cambio climático 
por captura de carbono principalmente en las áreas de reserva forestal. Todo ello 
contribuyendo a las condiciones básicas de la calidad de vida de la población de la 
región. 
 
Que identificada la necesidad de reglamentar totalmente el artículo 61 de la Ley 99 de 
1993, el entonces Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial – MAVDT y 
el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales – IDEAM, celebraron el 
Convenio Interadministrativo N° 172 de 2009 cuyo objeto fue “Construir criterios 
técnicos para la evaluación ambiental, social y territorial de la Sabana de Bogotá, sus 
páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos y, 
proponer la redefinición de zonas ambientalmente compatibles con la actividad minera”. 
 
Que en el estudio se determinaron las características físico-bióticas de la Sabana de 
Bogotá; a escala 1:100.000: hidrología, geología, geología estructural, hidrogeología, 
geomorfología, edafología, ecosistemas y especies; las amenazas naturales; 
vulnerabilidad y riesgo, condiciones socio - económicas y los valores paisajísticos. 
 
Que los resultados de dicho convenio, aportan bases técnicas al Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible para determinar las zonas de la Sabana de Bogotá, con las 
explotaciones mineras. 
 
El ejercicio de definición de zonas compatibles con la actividad minera en la Sabana de 
Bogotá, se estructura alrededor de los elementos que componen el interés ecológico 
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de la región y su destinación prioritaria agropecuaria y forestal, los cuales tienen como 
propósito garantizar la sostenibilidad ambiental de la región, la cual apunta a que “en el 
lapso de varias generaciones, la región dispondrá de los recursos de Agua, Subsuelo, 
Suelo y Biodiversidad en cantidad y calidad suficientes para asegurar la supervivencia 
de la población, el beneficio social, las actividades económicas prioritarias, la 
prevención de riesgos y la permanencia de los ecosistemas y los procesos ecológicos 
que los proveen”14; tales como: 
 

ELEMENTO 
CONSIDERADO 

NORMATIVA ASOCIADA FUENTE Y ESCALA 

COMPONENTE 
SUELO 

 
Ley 99, Art. 61 
Ley 388 de 1997 

Cascos urbanos: Capa cartográfica a escala 
1:100.000 elaborada por Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi - IGAC para la cartografía base 
oficial del país. 
 
Áreas de expansión urbana: Cartografía a 
escala 1:25.000 proporcionada por la CAR con 
radicados 20162128113, 20162130955 y MADS 
E1-2016-019976, E1-2016-021369, 
respectivamente. 

Ley 99, Artículo 61 

Suelos: Suelos con alto potencial agropecuario: 
clases II y III y Suelos aptos para plantaciones 
forestales: clase VII. Mapa de Geopedología, 
IGAC, 2014. 

Ley 388 de 1997 y Normativa vigente de 
los municipios analizados 

Zonificación de uso del suelo rural: Planes de 
Ordenamiento Territorial y Cartografía a escala 
1:25.000 de la zonificación de los usos del suelo 
rural, proporcionada por la CAR con radicado 
20162130955 y MADS E1-2016-021369. 

COMPONENTE 
AGUA 

La Ley 99 de 1993, establece como 
principio general de la Política 
Ambiental Colombiana que las zonas de 
recarga de acuíferos son objeto de 
protección especial y que en la 
utilización de los recursos hídricos, el 
consumo humano tendrá prioridad 
sobre cualquier otro uso y el artículo 
111 declaró de interés público aquellas 
áreas de importancia estratégica para la 
conservación de recursos hídricos que 
surten de agua los acueductos 
municipales y distritales. 
 
El Decreto 1504 de 1998, establece las 
cuencas y microcuencas como 
elementos constitutivos y 
complementarios del espacio público y 
como elementos naturales para la 
conservación y preservación del 
sistema hídrico. 

Zona de Ronda de Protección del Río Bogotá: 
Capa cartográfica de la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca –CAR, Acuerdos 017 
y 030 de 2009 que determina la Zona de Ronda 
de Protección del Río Bogotá y declara de utilidad 
pública e interés social los terrenos necesarios 
para la adecuación hidráulica del Río Bogotá, 
respectivamente; escala 1:25.000. 
 
Valle de inundación Rio Bogotá: POMCA CAR, 
2006, escala 1:25.000. 
 
Zonas de recarga de acuíferos (alta y muy alta): 
Capa cartográfica a escala 1:100.000 (Fuente: 
Estudio base (IDEAM M. , 2009-2010)). 
 
Cuerpos de agua lenticos superficiales y 
artificiales: capa cartográfica de Lagunas, 
Embalses y Humedales a escala 1:100.000 
elaborada por Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi - IGAC para la cartografía base oficial del 
país. 

                                                 
14 Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial – MAVDT y el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales – IDEAM, celebraron el Convenio Interadministrativo N° 172 de 2009 
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ELEMENTO 
CONSIDERADO 

NORMATIVA ASOCIADA FUENTE Y ESCALA 

Cuencas y microcuencas priorizadas para el 
sistema de abastecimiento agua para 
consumo humano: 
 
La capa cartográfica es tomada del proyecto de 
adaptación al Cambio Climático a escala 
1:100.000 elaborada por Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo MADS y la capa de Microcuencas del 
plan maestro de la Empresa de Acueducto de 
Bogotá - EAB a escala 1:25.000. 

COMPONENTE 
BIÓTICO 

Resolución 138 de 2014 
Reserva Forestal Protectora Productora 
Cuenca Alta Río Bogotá – RFPPCARB: MADS, 
Escala 1:100.000 

Ley 99, Artículo 61 

Subxerofitia Andina: Mapa Nacional de 
Ecosistemas Terrestres, Costeros y Marinos de 
Colombia, a escala 1:100.000 elaborada por el 
Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales –IDEAM, 2015 (IDEAM I. d., 2015). 

Decreto 2372 de 2010 
Decreto 3600 de 2007 

Áreas de preservación y conservación 
ambiental: Parques Nacionales Naturales – PNN, 
Distritos de Manejo Integrado – DMI, Reservas 
Forestales Protectoras - RFP, Reservas 
Forestales Protectoras Productoras -  RFPP, 
Reservas Hídricas RH y Distritos de Conservación 
de Suelos – DCS. RUNAP – 2015. 
 
Estructura Ecológica Principal del Distrito 
Capital escala: 1:25.000, proporcionada por la 
SDA con radicados 2015EE94441 y MADS 4120-
E1-17806. 

Ley 685 de 2001, artículo 34 
Ley 1450 de 2011, artículos 202 y 203  
Ley 1753 de 2015,artículo 173 
Sentencia 035 de 2016 

Áreas de Exclusión Normativa: Parques 

Nacionales Naturales, Reservas Forestales 

Protectoras Nacionales; Reservas Forestales 

Protectoras Regionales y Páramos  

  
Que con el propósito de determinar la necesidad o no de llevar a cabo un proceso de 
consulta previa para la expedición de la norma que define las zonas de compatibilidad 
ambiental con las actividades mineras, se solicitó concepto al respecto a la Dirección 
de Consulta Previa del Ministerio del Interior el 23 febrero del año 2015. 
 
Que el 22 de mayo del mismo año el Ministerio del Interior a través de la Dirección de 
Consulta Previa dio respuesta15 al MADS comunicando que para la expedición de la 
norma, “reglamentación de áreas compatibles con la actividad minera en la Sabana de 
Bogotá, al ser un instrumento de planificación física del territorio que permite la 
distribución, utilización y consumo de los bienes, para racionalizar la economía y con 
ello conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes con la distribución 
equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un 
ambiente sano y con ello, regular la materia relacionada con la explotación de los 
recursos naturales y uso del suelo, al ser una actividad prevista de manera uniforme 
para los habitantes del Distrito Capital, no es necesario adelantar proceso de consulta 
previa. 

                                                 
15 OFICIO OFI15-000016336-DSP-2500, del 22 de mayo de 2015; radicado MADS 4120-E1-18841 del 9 de junio de 2015. 
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No obstante lo anterior enmarcado en el concepto de afectación directa, -elemento 
determinante de la consulta previa, para la petición relacionada con “poder desarrollar 
proyectos específicos se requiere llevar a cabo por parte de cada titular minero un 
proceso de certificación de presencia de comunidades étnicas”, contrario a lo antes 
mencionado corresponde al ejecutor del proyecto, obra o actividad, surtir ante esta 
Dirección la solicitud de Certificación de presencia de comunidades étnicas, 
certificación que en todo caso deberá ser solicitada antes de la ejecución del proyecto 
obra o actividad. 
 
Que de acuerdo con lo expuesto, a través de la parte resolutiva este acto administrativo 
definirá las zonas compatibles con la minería en la Sabana de Bogotá de conformidad 
con las facultades legales asignadas a este Ministerio en el artículo 61 de la Ley 99 de 
1993. 
 
Que en mérito de lo expuesto; 
 

R  E  S  U  E  L  V  E: 
 
 
Artículo 1. Objeto. Determinar las zonas compatibles con la minería en la Sabana de 
Bogotá. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones establecidas en la presente 
resolución serán aplicables a la zona que comprende la Sabana de Bogotá, es decir, el 
altiplano y la zona montañosa que le limitan al oriente y al occidente hasta la divisoria 
de aguas, en el eje de la Cordillera Oriental, que abarca la zona centro del departamento 
de Cundinamarca y cuyos puntos extremos se localizan, de acuerdo a la tabla a 
continuación, constituida por un área de 427.792 hectáreas y definida en un único 
polígono el cual se encuentra en el Anexo 1 y que hace parte integral de esta resolución.  
 

Rumbo 
Coordenadas MAGNA SIRGAS origen central 

Municipio 
este norte 

NORTE 1.053.618,6 1.077.608,9 Villa Pinzón 

SUR 985.267,3 964.232,5 Bogotá 

OCCIDENTE 962.110,1 1.030.427,3 Guasca 

ORIENTE 1.062.570,4 1071348,1 Villa Pinzón 

 
Artículo 3. Definiciones. Para la correcta interpretación y aplicación de la presente 
resolución ténganse en cuenta los siguientes conceptos: 
 
Cierres Progresivos: incluye las diferentes actividades relacionadas con el cierre del 
proyecto minero que deben ser implementadas en forma paulatina durante la fase de 
operación de la actividad minera. Las actividades de cierres progresivos constituyen el 
mecanismo más importante para minimizar la cantidad de esfuerzo necesario para la 
implementación de medidas de cierre, desmantelamiento, abandono y optimizar los 
resultados del cierre desde la fase de construcción y durante la fase de operación del 
proyecto. 
 
Plan de manejo, restauración y recuperación ambiental –PMRRA-: aquel 
instrumento de manejo y control ambiental aplicable a las explotaciones mineras que 
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se encuentran por fuera de las zonas compatibles de que trata el artículo 1º de la 
presente resolución en el que se incorporan todos los términos, condiciones u 
obligaciones, estrategias, acciones y técnicas que permiten adecuar las áreas hacia un 
cierre definitivo y uso postminería.  
 
Este plan puede ser producto de la integración de licencias ambientales o su 
equivalente con las condiciones establecidas en la presente resolución o producto de 
la evaluación de los trámites ambientales en curso ante las autoridades ambientales 
competentes en atención a las condiciones establecidas en el artículo 9 del presente 
resolución. 
 
En todo caso, el PMRRA debe contener entre otros, los componentes geotécnico, 
geomorgológico, edáfico, hídrico, ecosistémico, paisajístico. Siendo pues, el 
instrumento de manejo y control ambiental llamado a lograr los cierres progresivos y 
finales de la actividad minera.  
 
El PMRRA tendrá como duración la vida  del proyecto minero y cinco (5) años más para 
la restauración y recuperación ambiental total de las zonas intervenidas que permita un 
uso post minería preferiblemente enfocada hacia la destinación agropecuaria o forestal 
de la Sabana de Bogotá de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 
de 1993. 
 
En todo caso la adición de este capítulo a los instrumentos de manejo y control 
ambiental existentes, en relación a los cierres, los costos, la garantía y otros constituyen 
el PMRRA. 
 
Artículo 4. Zonas compatibles con las actividades mineras en la Sabana de 
Bogotá. Las zonas compatibles para la exploración y explotación de minerales en la 
Sabana de Bogotá, se encuentran dentro de las coordenadas planas, origen Bogotá 
Magna Sirgas relacionadas en los anexos 2, 3 y 4, los cuales hacen parte integral de la 
presente resolución, y se describen en la siguiente tabla: 

Polígono  Descripción Imagen 

Polígono 
1 

 

Se ubica en el 
oriente de Bogotá, en 
la zona rural y 
comprende un área 
39,9 hectáreas.  
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Polígono 
2 

 

Se ubica al sur-
oriente de Bogotá, en 
la zona rural y 
comprende un área 
324,1 hectáreas.  

 

Polígono 
3 

 

Se ubica al sur de 
Bogotá, en la zona 
rural y comprende un 
área 96,7 hectáreas. 

 

Polígono 
4 

 

Se ubica entre los 
municipios de 
Soacha y Bogotá, 
comprende un área 
4.873,3 hectáreas. 

  

Polígono 
5 

 

Se ubica al oriente 
de Sibaté, 
comprende un área 
55,1 hectáreas. 

 

Polígono 
6 

 

Se ubica entre los 
municipios de 
Mosquera y Bojacá, 
comprende un área 
1.14,,2 hectáreas. 
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Polígono 
7 

 

Se ubica al occidente 
de Subachoque, 
comprende un área 
389,7 hectáreas. 

  

Polígono 
8 

 

Se ubica al norte de 
Subachoque, 
comprende un área 
151,3 hectáreas. 

  

Polígono  
9 

 

Se ubica al occidente 
de Subachoque, 
comprende un área 
602,1 hectáreas. 

 

Polígono 
10   

 

Se ubica al 
noroccidente de 
Tabio comprende un 
área 216,7 
hectáreas. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Polígono 
11 

 

Se ubica al 
nororiente de Tabio 
comprende un área 
509,5 hectáreas. 
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Polígono 
12 

 

Se ubica al 
nororiente de Tabio 
comprende un área 
25,4 hectáreas. 

 

Polígono 
13 

 

Se ubica al sur-
occidente de Tabio 
comprende un área 
87,4 hectáreas. 

 

Polígono 
14 

 

Se ubica al 
nororiente de 
Zipaquirá comprende 
un área 130,8 
hectáreas. 

 

Polígono 
15 

 

Se ubica al sur de 
Cogua comprende 
un área 182 
hectáreas. 

 

Polígono 
16  

 

Se ubica al sur-
oriente de Cogua 
comprende un área 
1.913.9 hectáreas. 
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Polígono 
17 

 

Se ubica entre los 
municipios de 
Cogua, Tausa y 
Nemocón comprende 
un área 2.714,6 
hectáreas. 

  

Polígono 
18 

 

Se ubica al occidente 
de Chocontá, 
comprende un área 
de 27,1 hectareas 

 

Polígono 
19 

 

Se ubica entre los 
municipios de 
Chocontá y Suesca 
comprende un área 
1622,3 hectáreas. 

 

Polígono 
20 

 

Se ubica al 
noroccidente de 
Guatavita comprende 
un área 152,9 
hectáreas. 

 

Polígono 
21 

 

Se ubica al oriente 
de Tocancipá 
comprende un área 
540,7 hectáreas. 
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Parágrafo 1. Yacimientos de Sal y minerales para mejoramiento de la red víal 
veredal o terciaria de los municipios. Los yacimientos de sal podrán ser explorados 
y explotados en cualquier parte de la Sabana de Bogotá, salvo en las áreas excluibles 
de la actividad minera establecidas en las Leyes 685 de 2001, 1450 de 2011 y 1753 de 
2015, o aquella que las modifique o derogue. 
 
Los materiales requeridos por los municipios para el mejoramiento de las vías veredales 
o terciarias en la Sabana de Bogotá podrán ser autorizadas por tanto por las 
autoridades mineras (autorizaciones temporales; como por las  ambientales (licencia 
ambiental). En todo caso el otorgamiento de estas autorizaciones deberán atender las 
prohibiciones y restricciones de otras categorías de protección. 
 
Parágrafo 2. Los polígonos a que hace referencia el presente artículo fueron realizados 
con la cartografía oficial del Instituto Geográfico Agustín Codazzi -IGAC a escala 
1:25.000 del 2014, y el sistema de coordenadas Magna Sirgas origen Bogotá la cual se 
constituye en la cartografía de referencia para la definición de las zonas. 
 
Artículo 5. Actualización de los polígonos. En todo caso, en el evento en que los 
municipios de la Sabana de Bogotá, la Secretaría Distrital de Ambiente –SDA, la 
Corporación Autónoma Regional del Guavio – CORPOGUAVIO, la Corporación 
Autónoma Regional de Chivor – CORPOCHIVOR, la Corporación Autónoma Regional 
de Cundinamarca –CAR-, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales- ANLA o la 
Agencia Nacional de Minería –ANM generen y presenten cartografía más precisa y 
sustentada en información confiable en las áreas adyacentes a los polígonos aquí 
descritos dicha información podrá ser enviada el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible a efectos de que se evalúe y de resultar viable, se realice la respectiva 
precisión o actualización cartográfica. 
 
Con el propósito de detallar las escalas cartográficas de acuerdo al ítem o temática que 
se vaya a actualizar y se deberá llevar a cabo conforme los términos de referencia para 
el cierre progresivo y total de las explotaciones mineras anexos a la presente 
resolución. 
 
Artículo 6. Lineamientos para el desarrollo de actividades de minería en las zonas 
compatibles de la Sabana de Bogotá. La Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca - CAR, la Secretaría Distrital de Ambiente – SDA, la Corporación 
Autónoma Regional del Guavio –CORPOGUAVIO, la Corporación Autónoma Regional 
de Chivor – CORPOCHIVOR y la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales - ANLA, 
deberán atender los siguientes criterios y directrices al momento de evaluar el 
desarrollo de la actividad minera en las zonas compatibles declaradas en el artículo 4 
del presente acto administrativo: 
 

1. La determinación de zonas compatibles con la minería, de que trata la presente 
resolución, no exime a los particulares y a las entidades del Estado del 
cumplimiento de la normatividad minero-ambiental establecida en la Constitución 
y en la ley para el desarrollo de la misma. 
 

2. La determinación de zonas compatibles, de que trata la presente resolución,  no 
condiciona, sustituye modifica o deroga las funciones de evaluación, 
seguimiento y control de las autoridades ambientales competentes respecto de 
las actividades mineras, ni suspende, condiciona o extingue la potestad 
preventiva y sancionatoria consagrada en la Ley 1333 de 2009. 
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3. Los titulares mineros tendrán la obligación de presentar el detalle del proyecto a 

la escala que solicite la autoridad ambiental competente, con la respectiva 
zonificación ambiental del mismo y con el lleno de los requerimientos técnicos 
que se consideren necesarios, para la objetiva evaluación ambiental del 
proyecto. 
 

4. Para los cierres progresivos y el cierre total de las explotaciones deberá dar 
cumplimiento a lo dispuesto en las normas ambientales expedidas para el efecto; 
las directrices que para el caso particular generen e impongan las autoridades 
ambientales competentes y a las disposiciones contenidas en el artículo 24 de 
la Ley 1753 de 2015 como a su correspondiente reglamentación.  

 
Artículo 7. Zonas no compatibles con las actividades mineras en la Sabana de 
Bogotá. En aquellas zonas que no quedaron incluidas en el artículo 4 de la presente 
resolución, no se podrán otorgar nuevos títulos mineros para adelantar actividades de 
exploración ni de explotación minera. No obstante, para las actividades mineras 
existentes se deberá acatar los lineamientos y directrices establecidas en el artículo 9 
de la presente resolución.  
 
Artículo 8. Lineamientos generales para las actividades de minería en las zonas 
no compatibles de la Sabana de Bogotá. La Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca - CAR, la Secretaría Distrital de Ambiente – SDA, la Corporación 
Autónoma Regional del Guavio -CORPOGUAVIO y la Corporación Autónoma Regional 
de Chivor –CORPOCHIVOR y la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales -ANLA, 
deberán atender los siguientes criterios y directrices en las zonas no compatibles 
declaradas en el artículo 4 del presente acto administrativo, en relación con la actividad 
minera: 
 
1. El instrumento de manejo y control ambiental para las actividades de minería en las 

zonas no compatibles definidas en el artículo 4º del presente acto administrativo 
será el plan de manejo, restauración y recuperación ambiental (PMRRA)  de 
conformidad con los términos de referencia que se adoptan a través de la presente 
resolución. 

 
Por ende todas las licencias ambientales o sus equivalentes deberán transformarse 
en planes de manejo, restauración y recuperación ambiental (PMRRA), de 
conformidad con los términos de referencia que se adoptan a través de la presente 
resolución. 

 
La duración del plan de manejo, restauración y recuperación ambiental que se 
imponga corresponde a la vida del proyecto minero para las actividades de cierres 
progresivos y el cierre final; así como cinco (5) años más para la restauración y 
recuperación ambiental total de las zonas intervenidas a través de las cuales se 
permita preferiblemente la destinación agropecuaria y la forestal de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993. 

 
2. Todos los proyectos mineros que cuenten con título minero y licencia ambiental o 

su equivalente que se encuentren por fuera de las zonas compatibles con la minería 
en la Sabana de Bogotá, señaladas en la presente resolución, deberán presentar 
sustentado tanto en la fase de desmantelamiento y abandono contemplada en el 
artículo 2.2.2.3.9.2. del Decreto 1076 de 2015; como en el Plan Nacional de 
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Restauración y; a parte de las exigencias que cada autoridad ambiental requiera de 
manera específica, las siguientes medidas: 

 
a) Medidas de manejo para el cierre, desmantelamiento, restauración, 

recuperación y rehabilitación de la zona impactada, en los aspectos geotécnico, 
geomorgológico, edáfico hídrico, ecosistémico, atmosférico, paisajístico, 
análisis de riesgos, entre otros. 

 
En todo caso, las actividades mineras están en la obligación de realizar cierres 
progresivos de acuerdo al avance de la actividad, buscando que el uso post 
minería preferiblemente atienda la vocación del suelo de la Sabana de Bogotá. 

 
Así mismo se deberá incluir el cronograma discriminado por fases de las 
actividades de restauración, recuperación y rehabilitación, sin que el mismo 
pueda superar la duración de los planes de manejo, restauración y restauración 
ambiental, establecido en el presente acto administrativo. 

 
b) Cuantificación del beneficio económico del proyecto y del valor económico 

requerido para la ejecución de los cierres progresivos y del cierre total que 
atiendan a la recuperación y restauración de las áreas que permita 
preferiblemente la destinación agropecuaria y la forestal de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993. 
 

En todo caso, la autoridad ambiental competente cuando los costos del proyecto 
o beneficio económico de la actividad minera sean menores a los costos 
necesarios para la ejecución de los cierres progresivos y del cierre total que 
atiendan a la recuperación y restauración de las áreas que permita 
preferiblemente la destinación agropecuaria y la forestal de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993 deberá imponer todas las 
medidas necesarias con el fin de evitar pasivos ambientales.  
 
En todo caso, el cumplimiento de lo anterior no libera a los particulares de la 
responsabilidad por los efectos negativos que la actividad genere sobre el 
ambiente. 

 
c) Una garantía que permita aprovisionar los recursos financieros suficientes para 

la ejecución de las medidas necesarias para la ejecución de los cierres 
progresivos y del cierre total que atiendan a la recuperación y restauración de 
las áreas que permita preferiblemente la destinación agropecuaria y la forestal 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 de la Ley 99 de 1993. Así 
podrá constituirse, entre otras, fiducia en administración, fiducia mercantil en 
garantía, fiducia por pagos, garantía bancaria a primer requerimiento, depósito 
de dinero en garantía, entre otros a favor de la autoridad ambiental que impuso 
el PMRRA; que soporte financieramente la ejecución de dichas actividades, más 
un 20% por ciento adicional que cubra imprevistos o impactos no contemplados. 
 
En caso de incumplimiento de lo dispuesto en la presente resolución respecto 
de los cierres progresivos o totales la autoridad ambiental a la cual le 
constituyeron la garantía deberá hacerla efectiva y proceder con sus fines.  
 
En todo caso, los particulares deberán responder de conformidad con el 
ordenamiento jurídico colombiano por el daño que se genere al ambiente.  
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3. Para los cierres progresivos y el cierre total de las explotaciones mineras en la 

Sabana de Bogotá, deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en los términos de 
referencia que hacen parte de este acto administrativo, así como a las normas 
ambientales expedidas para el efecto; las directrices que para el caso particular 
generen e impongan las autoridades ambientales competentes y a las disposiciones 
contenidas en el artículo 24 de la Ley 1753 de 2015 como a su correspondiente 
reglamentación.  

 
Parágrafo 1. Para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, las personas 
con título minero e instrumento ambiental vigente, contarán con un término máximo de 
seis (6) meses para presentar dicho el respectivo documento ante la autoridad 
ambiental. 
 
Una vez, presentado la autoridad ambiental competente contarán con el plazo de seis 
(6) meses contados a partir de la entrega del documento para trasformar las 
autorizaciones ambientales en PMRRA e imponer las condiciones señaladas en la 
presente resolución de acuerdo con lo ordenado por el Consejo de Estado en la 
Sentencia del Río Bogotá del 28 de marzo de 2014, a que alude la parte motiva del 
presente acto administrativo. 
 
Parágrafo 2. Los términos de referencia para las nuevas condiciones, los cierres 
progresivos y el cierre total enunciados en la presente resolución hacen parte del 
presente acto administrativo. 
 
En todo caso la adición de este capítulo a los instrumentos de manejo y control 
ambiental existentes, en relación a los cierres, los costos, la garantía y otros constituyen 
el PMRRA. 
 
Artículo 9. Condiciones ambientales para las actividades mineras en las zonas no 
compatibles de la minería en la Sabana de Bogotá. El ejercicio de las actividades 
mineras en las zonas no compatibles estará supeditado a las siguientes condiciones: 
 
Condición 1. Las personas cuyas actividades mineras cuenten con título minero, 
posean licencia ambiental o su equivalente y se encuentren en operación podrán 
continuar con el desarrollo de sus actividades, pero deberán ajustarse a lo dispuesto 
en la presente resolución. Para el efecto el particular tendrá un plazo máximo de seis 
(6) meses contados a partir de la vigencia de la presente resolución para presentar las 
nuevas exigencias contenidas en la presente resolución, so pena del cierre de la 
actividad por parte de la autoridad ambiental. Así mismo, la autoridad ambiental contará 
con un plazo máximo de seis (6) meses para imponer el PMRRA. 
 
Condición 2. Las personas cuyas actividades mineras cuenten con título minero, 
posean licencia ambiental o su equivalente y no se encuentren operando podrán iniciar 
el desarrollo de sus actividades siempre y cuando cumplan lo dispuesto en la presente 
resolución. Para el efecto el particular tendrá un plazo máximo de seis (6) meses 
contados a partir de la vigencia de la presente resolución para presentar las nuevas 
exigencias contenidas en la presente resolución, so pena del cierre de la actividad por 
parte de la autoridad ambiental. Así mismo, la autoridad ambiental contará con un plazo 
máximo de seis (6) meses para imponer el PMRRA. 
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En todo caso si trascurrido cinco (5) años desde la aprobación o imposición del 
instrumento de manejo y control ambiental sin que se desarrolle el proyecto se deberá 
dar aplicación a la perdida de vigencia del instrumento de manejo y control ambiental 
de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1076 de 2015, por parte de la autoridad 
ambiental y se le deberá comunicar a la Autoridad Minera para lo pertinente, pero 
deberán ajustarse a lo dispuesto en la presente resolución. 
 
Condición 3. Las personas cuyas actividades mineras cuenten con título minero, se 
encuentren en trámite de imposición u otorgamiento del instrumento de manejo y control 
ambiental y no se encuentren en operación podrán continuar con el trámite 
administrativo de viabilidad ambiental y en caso de ser impuesto u otorgado podrá 
ejecutar la actividad. En todo caso la autoridad ambiental deberá sujetar el instrumento 
además de las condiciones generales aplicables a la actividad a lo dispuesto en la 
presente resolución. Para el efecto el particular tendrá un plazo máximo de seis (6) 
meses contados a partir de la vigencia de la presente resolución para presentar las 
nuevas exigencias contenidas en la presente resolución, so pena del cierre de la 
actividad por parte de la autoridad ambiental. Así mismo, la autoridad ambiental contará 
con un plazo máximo de seis (6) meses para imponer el PMRRA. 
 
Condición 4. Las solicitudes de títulos mineros en las zonas no compatibles con la 
minería en la Sabana de Bogotá no podrán ser otorgadas por parte de la autoridad 
minera. 
 
Condición 5. Las personas cuyas actividades mineras que no hubiesen explotado 
recursos naturales no renovables, que cuenten con título minero; no se encuentren 
operando y no hayan iniciado el correspondiente trámite para la obtención de la licencia 
ambiental no podrán ser objeto de evaluación por parte de la autoridad ambiental, quien 
deberá comunicar tal situación a la Autoridad Minera competente para que esta adopte 
las decisiones a que haya lugar. 
 
Condición 6. Las personas cuyas actividades cuenten con título minero que se 
encuentren operando y no hayan tramitado el correspondiente instrumento de manejo 
y control ambiental deberán ser suspendidas y se les ordenara el correspondiente cierre 
definitivo por parte de las autoridades ambientales competentes de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 1333 de 2009. 
 
Condición 7. Las personas que no posean título minero, aunque hayan radicado 
propuesta de contrato de concesión minera u otro instrumento equivalente que se 
perfecciones con la inscripción en el registro minero nacional, que se encuentren 
operando y no sean de las señaladas en la condición 9 del presente artículo, deberán 
ser suspendidas y se les ordenara el correspondiente cierre definitivo por parte de las 
autoridades ambientales competentes de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1333 
de 2009, quienes además deberán denunciar tales actividades ante la jurisdicción 
penal. 
 
Condición 8. Las personas cuyas actividades mineras cuenten con título minero, se 
encuentren en trámite de imposición u otorgamiento del instrumento de manejo y control 
ambiental, estén operando amparados en un régimen de transición podrán continuar 
con el trámite administrativo de viabilidad ambiental. Para el efecto el particular tendrá 
un plazo máximo de seis (6) meses contados a partir de la vigencia de la presente 
resolución para presentar las nuevas exigencias contenidas en la presente resolución, 
so pena del rechazo de la evaluación ambiental y el cierre de la actividad por parte de 
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la autoridad ambiental. Así mismo, la autoridad ambiental contará con un plazo máximo 
de seis (6) meses para imponer el PMRRA. 
 
Condición 9. Las personas cuyas actividades mineras se encuentren operando y estén 
amparados en alguno de los procesos de legalización, tales como, procesos de 
legalización de minería de hecho, subcontratos de formalización o áreas de reserva 
especial que adelante la Autoridad Minera podrán continuar siempre y cuando obtengan 
las autorizaciones minero-ambientales exigidas para su ejecución, se le establezcan 
las condiciones generales aplicables a la actividad y se le impongan los lineamientos 
de que trata el presente acto administrativo. En todo caso las autoridades minero-
ambientales deberán adoptar la decisión en un plazo no mayor a seis (6) meses. 
 
Artículo 10. Actuaciones administrativas. Los planes de manejo y restauración 
ambiental impuestos con fundamento en las Resoluciones 222 de 1994 y sus 
modificaciones, 813 de 2004, 1197 de 2004 o 138 de 2014, en los que las autoridades 
ambientales hayan impuesto plazos, términos y condiciones específicos al desarrollo 
de las actividades mineras seguirán sujetos a dichos plazos términos y condiciones.  
 
Así mismo, las autorizaciones mineras o ambientales que se concedieron antes de la 
expedición de la presente resolución, desconociendo las disposiciones consagradas en  
las Resoluciones 222 de 1994 y sus modificaciones, 813 de 2004 y 1197 de 2004 
deberán ser objeto de las medidas administrativas o de los medios de control 
pertinentes por parte de las autoridades mineras o ambientales, según sea el caso, con 
el fin de que se restaure el ordenamiento jurídico, las cuales además no quedarán 
cubiertas por lo dispuesto en el artículo 8 del presente acto administrativo. 
 
Artículo 11. Ecosistemas de páramos. De conformidad con lo dispuesto por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-035 de 2015, al interior de los ecosistemas delimitados 
como páramo no está permitida ningún tipo de actividad de minería. Las directrices de 
manejo del ecosistema estratégico serán aquellas contenidas en el acto que lo delimite. 
 
Parágrafo: Las autoridades ambientales con jurisdicción en la Sabana de Bogotá, que 
en su interior comprendan ecosistemas de páramo, deberán en un término no mayor a 
seis (6) meses entregar los estudios técnicos, ambientales, sociales y económicos de 
conformidad con los términos de referencia expedidos por este Ministerio en el marco 
de lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley 1753 de 2015, o aquella que la modifique o 
sustituya. 
 
Artículo 12. Áreas de especial protección. La determinación de las zonas 
compatibles de la minería de que trata la presente resolución no modifica la delimitación 
y el régimen de usos de las áreas protegidas del SINAP o de las áreas de especial 
importancia ecológica o cualquier ecosistema que de acuerdo a la ley posea 
condiciones o restricciones al desarrollo de las actividades mineras existentes en la 
Sabana de Bogotá. 
 
En caso de existir actividades que se prohíban al interior de los ecosistemas 
mencionados, la autoridad ambiental competente deberá establecer las medidas 
preventivas y sancionatorias consagradas en la Ley 1333 de 2009.  
 
Artículo 13. Actividades mineras en Reserva Forestal Protectora Productora 
Cuenca Alta del Río Bogotá. Las autoridades ambientales competentes en 
consonancia con lo señalado en el artículo 13 de la Resolución 138 de 2014 expedida 
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por este Ministerio, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el citado artículo e 
informar y hacer seguimiento de conformidad con lo dispuesto en la presente resolución 
 
Artículo 14. Actividades mineras en Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental. 
Están prohibidas las actividades mineras en la reserva forestal Protectora Bosque 
Oriental, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1450 de 2011 y por el Consejo de 
Estado el 14 de noviembre de 2013 en el marco de la acción popular 2005 – 00662. 
 
Artículo 15. Determinante ambiental para el ordenamiento territorial. De 
conformidad con lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 61 de la Ley 99 de 1993, el 
Distrito Capital y los demás municipios de la Sabana de Bogotá, expedirán la 
reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que trata 
esta resolución, las cuales se constituyen en determinante ambiental de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley 388 de 1997. 
 
Artículo 16. Seguimiento y control. A efectos de realizar seguimiento y control las 
disposiciones contenidas en el presente acto administrativo, las autoridades 
ambientales regionales y distritales con jurisdicción en la Sabana de Bogotá deberán 
reportar en el sistema de información creado para la descontaminación del río Bogotá. 
 
Artículo 17.  Sanciones. El incumplimiento de lo dispuesto en la presente resolución 
dará lugar a las medidas preventivas y sancionatorias a que haya lugar, consagradas 
en la Ley 1333 de 2009, la Ley 685 de 2001, la Ley 1437 de 2011 y las demás que le 
sean aplicables a la materia. 
 
 Artículo 18. Vigencia. La presente resolución deroga en su integridad la Resolución 
N° 222 de 1994 y sus modificaciones, y la Resolución N° 1197 de 2004. El presente 
acto administrativo rige a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.    
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dada en Bogotá, D.C. a los 

 
 
 
 
 
 

 
LUIS GILBERTO MURILLO 

Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
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Anexo 1 
Localización y límite de la Sabana de Bogotá 
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Anexo  2 
Zonas Compatibles con la Actividad minera en la Sabana de Bogotá 

 

 


